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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación impetrada contra la sentencia de tutela proferida por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira  el día dos (2) de agosto del presente año, a propósito de la acción de tutela promovida por el ciudadano HERIBERTO BOLAÑOS ZAMBRANO en contra del Departamento de Pensiones del Instituto de los Seguros Sociales. 

2.- HECHOS

- Producto de una acción de tutela que el señor BOLAÑOS ZAMBRANO había interpuesto, en contra del Seguro Social Regional Ibagué, se le dio orientación sobre los trámites a seguir para obtener su pensión de vejez, de la cual dice el accionante tiene derecho a ella desde el año 1984, pero erróneamente el Seguro le dio una indemnización.

- El treinta (30) de septiembre de dos mil cuatro (2004), radicó solicitud de pensión de jubilación e hizo expresa mención a que se le diera el trámite contemplado en el artículo 23 de la Constitución y las normas que rigen la materia.

- Dirigió carta al Ministerio de la Protección Social, donde relata su situación de edad y salud, al igual que de su esposa, la cual luego de varios trámites en ese Ministerio y en la Gerencia Nacional del Seguro Social, fue enviada a la Gerente Seccional de Risaralda con solicitud de producir una respuesta de fondo directamente al peticionario y el envío de copia de lo resuelto a la Vicepresidencia de Pensiones de la entidad.

- Señala que la normatividad en materia pensional contempla que el trámite máximo sea de seis (6) meses, los cuales se han excedido y al momento de presentar la acción han transcurrido más de diez (10) meses sin que se haya reconocido su derecho de pensión de jubilación y menos, el pago de su mesada.

- Refiere ha quedado en estado de indefensión desde hace veinte (20) años, con daños en la salud suya y de su esposa, que lo han obligado a vivir de la solidaridad y atención de su única hija.

3.- DEMANDA

A juicio del demandante, el Instituto de los Seguros Sociales le ha vulnerado su derecho de petición y los fundamentales por conexidad a la seguridad social, al reconocimiento y pago de la pensión y al de protección y asistencia de las personas de la tercera edad.

Solicita el reconocimiento y pago de su pensión de vejez por haber cumplido quinientas (500) semanas cotizadas y la edad de sesenta (60) años en mil novecientos ochenta y cuatro (1984), petición que hiciera desde el treinta (30) de septiembre de dos mil cuatro (2004): además, que se ordene el pago de las mesadas pensionales con retroactividad a la fecha en que cumplió los dos requisitos de ley.

4.- CONTESTACIÓN 

La Jefe del Departamento de Atención al Pensionado del I.S.S., luego de revisar la situación del señor BOLAÑOS ZAMBRANO, expidió la resolución número 3500 de 2005 por medio de la cual se decidió la prestación económica solicitada, con lo cual quedaba superada la situación que dio origen a la acción de tutela. Tal acto administrativo había sido enviado a la Seccional Tolima, para efectos de la notificación personal.

Anexó copia de la determinación aludida y solicitó fuera denegada por improcedente, la solicitud de amparo presentada. 

5.- FALLO

El señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, después de hacer algunas consideraciones generales en torno a la acción de tutela y al derecho de petición, al referirse al caso particular del actor, conceptuó que el Seguro Social ya había resuelto la petición elevada por el señor HERIBERTO BOLAÑOS ZAMBRANO, mediante la resolución 3500 del veintidós (22) de junio de dos mil cinco (2005).

En consecuencia, la acción de tutela perdía su razón de ser, dado que bajo esas condiciones no existía una orden que impartir ni un perjuicio que evitar y por tanto, decidió no tutelar el derecho de petición.  

6.- IMPUGNACIÓN 

El accionante manifiesta su descontento con la anterior decisión en los siguientes términos:

1. El señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira no tuvo en cuenta las pruebas allegadas para demostrar la vulneración de los derechos, ni las sentencias citadas que de manera reiterada han reconocido que se viola el derecho de petición y los conexos a la seguridad social, al reconocimiento y pago de pensión, y al de protección y asistencia de las personas de la tercera edad, contemplados en la Constitución Política.

2. Aduce haberse fallado con base en las mentiras del Seguro Social en el sentido de ya estar resuelta su pretensión económica ya que sólo fue notificado el día dieciséis (16) de agosto y en caso se haber llegado la resolución desde junio, debía realizarse tal notificación por edicto, lo cual no aconteció.

3. De la Resolución 3500 dice que no resolvió su petición y por el contrario tiene varias imprecisiones de fondo, como por ejemplo, que se dice que cotizó 890 semanas, incluyendo 2600 días certificados por la Gobernación del Caquetá correspondientes al período comprendido entre el once (11) de mayo de mil novecientos sesenta y cuatro (1964) y el diecinueve (19) de agosto de mil novecientos setenta y uno (1971). Que de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 758 de 1990 y el Acuerdo 049 del mismo año, tendría derecho a la pensión, además, la Ley 33 de 1985 y el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 permitió acumular el tiempo de servicio como servidor público  y el tiempo cotizado al ISS e incluyó a quienes por razones específicas -como era su caso- quedaron en régimen de transición. También, que la Constitución previó el principio de favorabilidad y por ello, se le debía aplicar la norma más benéfica.

4. Si la Gobernación del Caquetá certificaba que el Fondo de Pensiones Territorial del Caquetá era la entidad que respondería por el pago derivado del bono, no era posible que el Seguro argumentara que las cotizaciones efectuadas por el Régimen de Servidores Públicos por parte de dicha Gobernación, no fuera posible acreditarlas para el cumplimiento de las 500 semanas. Dice que el Estado es uno solo y mal haría en dictar normas para luego transgredirlas. No tiene explicación jurídica ni lógica que haya trabajado con el Gobierno por 2.600 días y ese tiempo no compute para el beneficio de su pensión de jubilación.

5. Manifiesta que otro aspecto que analizó erradamente el Seguro, tiene que ver con que se desempeñó como conductor con régimen de trabajador oficial, es decir, ostentaba una calidad diferente a la de servidor público. Que además, el Juzgado falló con base en una prueba falsa, por cuanto la resolución no se había notificado, y que además, tal acto, vulneró sus derechos fundamentales, toda vez que al pronunciarse de manera extemporánea se configuró el silencio administrativo con todas sus consecuencias.

Con lo anterior el impugnante insiste en la revocatoria del fallo revisado y en su lugar que se tutele el derecho de petición y los fundamentales por conexidad a la seguridad social, al reconocimiento y pago de la pensión y el de protección y asistencia a las personas de la tercera edad. 

7.- SE CONSIDERA

Existe competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo emitido por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira, a propósito de las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del decreto 2591 de 1991, y 1º del decreto 1382 de 2000.

No puede desconocer la Sala que lo relatado por el accionante, pone de manifiesto la precaria situación económica y de salud en que se encuentran tanto él como su esposa, a la postre, personas de la tercera edad. No obstante lo anterior, de un cuidadoso estudio de lo aportado en el trámite iniciado, debe necesariamente colegirse que no se ha presentado una vulneración de los derechos del actor por parte de la entidad accionada, tal como acertadamente lo dedujo el señor Juez de primer grado.

A tal conclusión se llega luego de verificar que en efecto, se produjo un acto administrativo –aunque contrario a los intereses del accionante- donde de manera pormenorizada se exponen las razones jurídicas por las cuales se le niega la pensión de vejez por él invocada. En esas condiciones, debe recordarse que la inconformidad que el accionante manifiesta en la impugnación respecto de la resolución 3500 del veintidós (22) de junio del presente año, debe ser ventilada directamente ante el Seguro Social, en uso de los recursos de reposición y apelación, tal como se consignó en la parte resolutiva de la misma. Incluso, de ser necesario, deberá acudir a la jurisdicción ordinaria laboral en procura de defender su pretensión, pues, en últimas, es la autoridad competente para zanjar la disparidad de criterios respecto del reconocimiento de la pensión al señor BOLAÑOS ZAMBRANO.

Valga la pena acotar que el Juez en sede de tutela, no puede entrar a remplazar a las autoridades de la vía gubernativa, llamadas a atender los reclamos que hace el petente respecto de lo decidido, mucho menos, invadir la esfera de competencia del Juez natural, al que necesariamente se debe acudir si el señor BOLAÑOS ZAMBRANO persiste en su pretensión de obtener el reconocimiento de la pensión a la que dice tener derecho.

De otro lado, resulta de suma trascendencia lo plasmado en la resolución que dio respuesta a las inquietudes del accionante, en cuanto hace referencia a que desde el mes de abril de 1993 se le reconoció y canceló al accionante la indemnización sustitutiva de pensión de vejez, hecho que es aceptado por el actor, cuando aduce que el Seguro se equivocó y en lugar de pensionarlo, optó por darle una indemnización
. Ello significa, ni más ni menos, que por parte del Seguro se hizo devolución de los dineros que el señor BOLAÑOS ZAMBRANO había cotizado a esa entidad, previo el reconocimiento de algunos rendimientos, tal como está concebida la figura sustitutiva.

Por ello, no ve viable la Sala que se pueda pregonar la vulneración de derecho fundamental alguno por parte del Seguro Social, así la respuesta suministrada se haya producido mucho tiempo después de vencido el término legal con que contaba para el efecto, porque lo que realmente importa, es que la entidad accionada, en efecto, emitió decisión de fondo respecto de la petición elevada por el señor BOLAÑOS ZAMBRANO.

De lo anterior surge la confirmación integral de la sentencia revisada.  

8.- DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por autoridad de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión proferida por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia, se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE           

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO                  

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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